[image: image1.png]



Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos  Aires

Buenos Aires, 3 de julio de 2007

 

RES. Nº 383 /2007

 

VISTO:

Expediente DCC 163/05-0 s/ contratación del servicio de limpieza integral.  Pedidos de reconsideración de precios; y 

CONSIDERANDO:

 

Que Limpiolux SA., adjudicataria de los renglones 3,5, 7 y 8 de la Licitación Privada Nº 6/05 (Res. SCAyF Nº 136/06),  solicitó reconsideración de precios a fs. 1673, fundando su pretensión en el impacto producido por la Res. MT 435,  que dispuso aumentos de salarios a partir del 1 de julio, 1 de agosto, 1 de septiembre y 1 de octubre de 2006.

Que la adjudicataria alegó que tal aumento produjo un imprevisto y fuerte impacto sobre los costos del servicio, y que existen numerosos antecedentes que avalan su solicitud en organismos del Estado Nacional.  Acompañó copia de la Res. MT 435, acta del acuerdo salarial respectivo,  planillas con el detalle de estructura de costos por mano de obra, y una liquidación por “Mayores Costos Pendientes” por la suma de $ 30.950,28 (fs. 1673/1687).

Que Logística Ambiental SA., adjudicataria de los renglones 1,2,4 y 6 de la misma Licitación Privada Nº 6/05,  solicitó la readecuación de precios,  fundada en los incrementos salariales dispuestos por el Gobierno Nacional desde julio de 2006,  explicando que los costos del turno de 8 horas al momento de la licitación eran de $ 1932.-, y actualmente ascienden a $ 2337.-.

Que en apoyo de su reclamo, la adjudicataria de los renglones 1,2,4 y 6 acompañó detalle de la estructura de costos  al momento de la licitación y los que resultarían de los aumentos salariales dispuestos por la Res. MT 435,  adjuntando copias de las normas laborales que los dispusieron (fs. 1746/1769).

Que a fs. 1741 la Dirección de Asuntos Jurídicos se  expidió respecto de la presentación de Limpiolux SA.,  ratificando lo expuesto en el dictamen 612/05,  donde sostuvo el principio de invariabilidad de los precios plasmado en el art. 61 inc. 56 del Dto. 5720/73,  que puede ceder cuando existan causas extraordinarias e imprevisibles que modifiquen la economía del contrato (fs. 1741).

Que a fs. 1772 el servicio de asesoramiento jurídico permanente dictaminó sobre el planteo de Logística Ambiental SA.,  reiterando las consideraciones expuestas en el dictamen referido precedentemente. 

Que a fs. 1778 Limpiolux SA reiteró su planteo de reconsideración de precios,  invocando las mismas razones, y sin ampliar fundamentos.

Que la Secretaría de la Comisión de Administración y Financiera solicitó a la Dirección de Programación y Administración Contable,  que informe los importes facturados por Limpiolux SA. y Logística Ambiental SA.,  detallando las sumas que acreditaron haber pagado mensualmente en concepto de salarios.

Que en tal estado intervino la Comisión de Administración y Financiera.

Que la Comisión mencionada, advirtió coincidencias en el objeto y fundamentos de los reclamos de Limpiolux SA. y Logística Ambiental SA.,  y que ambas pretenden la modificación del precio cotizado en la misma licitación pública,  e invocando razones de economía y celeridad procesal, consideró conveniente tratarlas y resolverlas en forma conjunta.

Que Limpiolux SA y Logística Ambiental SA. invocaron el mismo fundamento para reclamar la reconsideración del precio contractual:  aumentos de salarios dispuestos por el Gobierno Nacional y que ello afecta la estructura de costos proyectada al cotizar.

Que si bien los aumentos salariales están plenamente demostrados,  ya que surgen de normas de orden público, las adjudicatarias no han acreditado suficientemente que tales incrementos hayan impactado en la ecuación económica financiera del contrato en un grado tal que justifique la recomposición que pretenden, el cual, por cierto las normas aplicables prohíben salvo casos muy excepcionales.

Que en efecto,  ni Limpiolux SA ni Logística Ambiental SA, han demostrado una disminución en la rentabilidad del contrato que les fuera adjudicado en la presente licitación,  menos aún, que la merma de sus beneficios sea de una importancia tal que amerite revisar el precio de los servicios que prestan en el Poder Judicial.  

Que las adjudicatarias se han limitado a acompañar las normas y acuerdos que dispusieron el aumento, confeccionando planillas que supuestamente proyectan los costos que estimaron al cotizar, y los que afrontarían por tal concepto actualmente.   Tal procedimiento resulta insuficiente.

Que la Comisión consideró meramente hipotéticos los fundamentos de los reclamos,  porque no están acreditados los costos efectivamente estimados al cotizar y como se alteraron, demostrando además la razonabilidad de tales extremos.  Al respecto,  resalta que no acompañaron ni ofrecieron prueba alguna. Tampoco surge de la información proporcionada por la Dirección de Administración y Programación Contable. 

Que a criterio de la Comisión tal omisión torna inadmisible el reclamo, especialmente porque en la cláusula octava del acuerdo salarial invocado por las contratistas,  establece que “La incidencia resultante de los nuevos sueldos acordados en el presente acuerdo, absorben y/o compensan hasta su concurrencia con la suma del aumento que se dispone en el presente a :Las empresas que hubiesen acordado colectivamente o individualmente y ya sea voluntariamente o por acuerdo de partes,  durante el corriente año, incrementos remunerativos o no,  o a cuenta de futuros aumentos sobre los ingresos de los trabajadores y en tanto no lo hayan sido por recategorización y/o antigüedad según el actual convenio colectivo de trabajo en aplicación.”
Que según la cláusula transcripta el aumento dispuesto por el Poder Ejecutivo podría no haber implicado cambio alguno en los costos salariales de las contratistas,  si éstas hubieran otorgado incrementos a su personal antes de la Res. MT 435/06.  Por lo tanto,  para justificar la razonabilidad de su reclamo,  en principio, las adjudicatarias también deberían acreditar tal extremo.

Que por otra parte,  los aumentos salariales dispuestos por el Poder Ejecutivo no pueden considerarse como situaciones imprevisibles, extraordinarias o anormales  que automáticamente tornan injusto al contrato por la alteración de la ecuación económica financiera en perjuicio del cocontratante.

Que en tal sentido,  el art. 61 inc. 56) del Decreto 5720/72, dispone “Los precios correspondientes a la adjudicación, por norma, serán invariables. No obstante, cuando causas justificadas e imprevisibles modifiquen la economía del contrato,  se podrá, por acuerdo de partes: a) Reconocer variaciones de costos en la medida en que dichas causas incidan en los mismos; b) dar por rescindido el contrato sin penalidades.”
Que la Comisión de Administración y Financiera entiende que en los últimos años, y concretamente al momento de cotizar los oferentes en esta licitación,  la economía exhibía un crecimiento constante,  y al mismo tiempo presión inflacionaria.   Tal circunstancia es de público y notorio conocimiento,  por lo tanto,  no puede ser desconocida por empresas como Limpiolux SA y Logística Ambiental SA. que por el mero hecho de participar en una licitación de un contrato cuyo plazo era anual,  debieron prever un mínimo cambio en los factores que inciden en la economía del contrato.

Que la presunción de experiencia y aptitud para los negocios que le cabe a toda empresa,  en el caso se refuerza por los antecedentes de las adjudicatarias que lucen a fs.  468 y 1165,  los cuales demuestran que esta no es su primera contratación con la Administración Pública.  Por ello, corresponde considerar que conocen las limitaciones de los entes estatales para modificar los contratos surgidos de licitaciones públicas,  y no haber contemplado en sus ofertas las alteraciones lógicas y predecibles de la economía,  es una imprevisión cuyo costo no debe ser asumido por este Consejo.

Que respecto a la existencia de antecedentes similares de otros organismos del Estado, que supuestamente avalarían la pretensión de Limpiolux SA,  son una simple manifestación carente de todo respaldo probatorio, y por lo tanto,  insuficiente para autorizar una modificación del precio, que es un elemento sustancial del  contrato.

Que por las razones expuestas precedentemente,  la Comisión de Administración y Financiera considera que no se configuran los presupuestos que exige el art. 61 inc. 56) del Decreto 5720/72 para acceder a la reconsideración de precios solicitada por Limpiolux SA y Logística Ambiental SA.
Que conforme lo expuesto, no existen razones de hecho ni derecho que aconsejen revertir el criterio propuesto por la Comisión de Administración y Financiera.

Por ello, y en ejercicio de las atribuciones otorgadas por Art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y  la ley Nº 31 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA 

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES 
RESUELVE:
Art.  1°: No hacer lugar a la reconsideración de precios solicitada por Limpiolux SA.

Art. 2º:  No hacer lugar a la reconsideración de precios solicitada por Logística Ambiental SA.
Art. 3°: Regístrese, notifíquese a las adjudicatarias, a la Oficina de Administración y Financiera, a la Dirección de Compras y Contrataciones y oportunamente, archívese.

RESOLUCION Nº 383 /2007

 

     Juan Pablo Mas Velez  


       

Carla Cavaliere 

                 Secretario                               


      Presidenta
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